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    Constitución española de 1978
  




 








  
Título
  I. De los derechos y deberes fundamentales





  
Capítulo
  segundo. Derechos y libertades





  
Sección
  2.ª De los derechos y deberes de los ciudadanos




 










  
Artículo
  31





  
Todos
  contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo
  con
  su capacidad económica mediante un sistema tributario justo
  inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en
  ningún caso, tendrá alcance confiscatorio.




 










  
El
  gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos
  públicos, y su programación y ejecución responderán a los
  criterios de eficiencia y economía.




 










  
Sólo
  podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de
  carácter público con arreglo a la ley.




  
 


  

    

      

        

          
El
          deber de contribuir al sostenimiento de los gastos
          públicos es una
          necesidad tan evidente para el mantenimiento del Estado
          que realmente
          lo que genera discusión no es su constitucionalización
          sino las
          condiciones en las que de acuerdo con la Constitución
          debe cumplirse
          dicho deber. Por ello, el artículo 31 de la CE establece
          en sus tres
          apartados una serie de principios que marcan las
          condiciones para
          cumplir con los deberes tributarios: en el apartado
          primero, los
          principios de universalidad, individualidad, igualdad y
          progresividad, no confiscatoriedad y capacidad económica.
          En el
          segundo, el principio de eficacia y economía en la
          ejecución del
          gasto. En el tercero, el principio de reserva de ley en
          materia
          tributaria.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
El
          principio de contribución al sostenimiento de los gastos
          públicos
          conforme con las capacidades económicas de cada uno
          cuenta con una
          larga tradición en el constitucionalismo histórico
          español:
          artículo 8 de la Constitución de 1812; artículo 6 de la
          Constitución de 1837; artículo 28 de la Constitución de
          1869;
          artículo 3, primer inciso de la Constitución de 1876;
          artículo 44,
          primer inciso de la Constitución de 1931. Sin embargo, el
          principio
          de ordenación del gasto de conformidad con los recursos
          públicos y
          la reserva de ley en materia tributaria, previstos en el
          31.2 y 3 de
          la CE no cuentan con antecedentes en nuestro
          constitucionalismo
          histórico.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
En
          las constituciones europeas de nuestro entorno también es
          frecuente
          encontrar preceptos que se ocupen del deber de
          sostenimiento de los
          gastos públicos y que lo hagan con principios similares a
          los
          previstos en artículo 31 de la CE. La coincidencia más
          estrecha la
          encuentra el precepto español con el artículo 53 de la
          Constitución
          italiana de 1947, pero no faltan referencias en otros
          textos como
          puede ser el portugués, artículo 103.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
Por
          lo que se refiere a la tramitación parlamentaria del
          precepto, se ha
          de apuntar que aunque no fue motivo de grandes debates
          parlamentarios
          sí que estuvo sometido a distintas variaciones, por lo
          que no se
          consiguió la redacción definitiva hasta la Comisión Mixta
          Congreso-Senado. Por ejemplo, es aquí donde se
          reintroduce, puesto
          que ya había aparecido antes y se había suprimido, la no
          confiscatoriedad del sistema tributario, y es también
          aquí donde se
          prescribe que no podrán establecerse prestaciones
          personales o
          patrimoniales sino con arreglo a la ley.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
Pero
          sin duda la enmienda que más relevancia tuvo fue la
          introducida a
          instancia de Fuentes Quintana al apartado segundo del
          precepto, en la
          Comisión del Senado, por la que se asocia la capacidad de
          gasto de
          los poderes públicos a los recursos ingresados y se
          establece que la
          ejecución del gasto debe hacerse de acuerdo con criterios
          de
          eficiencia y economía.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
El
          desarrollo legislativo de los deberes tributarios y de
          ordenación
          del gasto público es abundante y de una gran complejidad.
          Por ello,
          baste aquí la enumeración de las normas más
          significativas:
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria,
          reformada por última
          vez por la Ley 34/2015, de 21 de septiembre.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales
          del Estado
          para 1991, que en su artículo 103 aprueba la Agencia
          Estatal de la
          de la Administración Tributaria.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          35/2006 de 28 de noviembre, del Impuesto de la renta de
          las personas
          físicas y de modificación parcial del Impuesto de
          Sociedades, del
          impuesto de la renta de los no residentes y del impuesto
          sobre el
          patrimonio.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Real
          Decreto Legislativo 5/2004 de 5 de marzo por el que se
          aprueba el
          Texto Refundido del Impuesto sobre la Renta de No
          Residentes  
        
      
    
  





  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre
          Sociedades.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio
          y Real
          Decreto-Ley 13/2011, de 16 de septiembre, por el que se
          restablece el
          Impuesto sobre el Patrimonio, con carácter temporal, así
          como sus
          sucesivas modificaciones.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre
          Sucesiones y
          Donaciones.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor
          Añadido.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos
          Especiales.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios
          Públicos.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Real
          Decreto Legislativo 1/1993 de 24 de diciembre, por el que
          se aprueba
          el Texto refundido del Impuesto de transmisiones
          patrimoniales y
          actos jurídicos documentados.
        
      
    
  




 










  
En
  materia presupuestaria y de ordenación del gasto público:




 









  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria,
          periódicamente
          modificada por las leyes anuales de Presupuestos.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad
          Presupuestaria y
          Sostenibilidad Financiera, cuya última reforma ha sido
          efectuada por
          Ley Orgánica 6/2015, de 12 de junio.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          Orgánica 8/1980 de 22 de septiembre de Financiación de
          las
          Comunidades Autónomas, modificada por última vez por la
          citada Ley
          Orgánica 6/2015, de 12 de junio.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          22/2001, de 27 de diciembre reguladora de los Fondos de
          compensación
          interterritorial, modificada en sucesivas ocasiones, la
          última por
          ley 23/2009 de 18 de diciembre.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Ley
          22/2009 de 18 de diciembre por la que se Regula el
          sistema de
          financiación de las Comunidades Autónomas de régimen
          común y
          Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifica
          determinadas normas
          tributarias, y su LO complementaria, 3/2009 de la misma
          fecha.
        
      
    
  




  
     


  

    

      

        

          
-Real
          Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de marzo, por el que se
          aprueba el
          Texto Refundido de la Ley reguladora de las Haciendas
          Locales.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
Este
          marco legislativo ha de completarse con la normativa
          reguladora de
          los regímenes económico-financieros especiales
          reconocidos
          constitucionalmente: el Concierto Económico con la
          Comunidad
          Autónoma del País Vasco, el Convenio Económico con la
          Comunidad
          Foral de Navarra y, finalmente, el Régimen Económico y
          Fiscal de
          Canarias.
        
      
    
  




 









  
    
  


  

    

      

        

          
Seguidamente
          se aborda el análisis de los principios que de acuerdo
          con las
          previsiones del artículo 31 rigen en nuestro sistema
          financiero.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
El
          primero de ellos es el principio de universalidad o
          generalidad. El
          artículo 31.1 de la CE establece que "Todos contribuirán
          al
          sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su
          capacidad...". La primera cuestión que llama la atención
          es la
          expresión "Todos" que ha de entenderse como la voluntad
          del Constituyente de que las cargas públicas se imputen a
          los que se
          encuentren y desarrollen su actividad económica en el
          territorio
          español, más allá de que tengan la condición de nacional
          o
          extranjero.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
Por
          otro lado, el principio de generalidad supone que el
          legislador debe
          tipificar como hecho imponible todo acto o negocio
          jurídico que
          demuestre capacidad económica. Es decir, con carácter
          general se
          prohíben las exenciones y bonificaciones que puedan
          resultar
          discriminatorias. Sin embargo, ello no supone que no se
          puedan
          conceder beneficios tributarios por razones de política
          económica.
          En este sentido, el Tribunal Constitucional en no pocas
          ocasiones ha
          reconocido que los tributos, además de ser un medio para
          recaudar
          ingresos públicos, sirven como instrumentos de política
          económica
          general y para asegurar una mejor distribución de la
          renta nacional
          (v.gr. SSTC 46/2000, de 17 de febrero; 276/2000, de 16 de
          noviembre y
          289/2000, de 30 de noviembre, 3/2003 de 16 de enero y
          10/2005 de 20
          de enero).
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
El
          segundo de los principios es el de igualdad del sistema
          tributario,
          que el Tribunal Constitucional ha desarrollado con
          profusión en su
          doctrina, entre otras las SSTC SSTC 46/2000, de 17 de
          febrero,
          47/2001, de 15 de febrero, 164/2005 de 20 de junio,
          91/2007 de 7 de
          mayo y 19/2012, de 15 de febrero. Dicho principio se
          expresa en la
          capacidad contributiva de los ciudadanos, en el sentido
          de que
          situaciones económicas iguales conllevan una imposición
          fiscal
          igual. Es decir, nuevamente, se prohíben los tratos
          discriminatorios, pero no el tratamiento diferencial
          derivado de
          distintas situaciones de hecho.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
Además
          el principio de igualdad tributaria se ha de aplicar
          teniendo en
          cuenta otro principio que actúa al unísono: el principio
          de
          progresividad. Dicho principio también ha sido avalado
          por la
          doctrina del Tribunal Constitucional (v.gr. SSTC
          134/1996, de 22 de
          julio y la misma 46/2000, de 17 de febrero). Sentencias
          que analizan
          este principio, entre otras, son la 108/2005 de 30 de
          junio, en
          relación con los impuestos indirectos, y la 245/2009 de
          29 de
          septiembre. El Alto Tribunal ha dicho que la
          progresividad en el
          sistema tributario es constitucionalmente aceptable por
          la superación
          que el artículo 9.2 de la CE hace de la igualdad formal
          al reconocer
          la igualdad material como criterio de actuación de los
          poderes
          públicos para corregir desigualdades reales que no son
          justificables
          constitucionalmente.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
El
          tercero de los principios es el de no confiscación.
          Señala el
          artículo 31 de la CE que la contribución de los
          ciudadanos se
          realizará a través de un "sistema tributario justo
          inspirado
          en los principios de igualdad y progresividad que, en
          ningún caso,
          tendrá alcance confiscatorio".
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
La
          progresividad, como se ha expuesto anteriormente, es una
          técnica
          impositiva que va más allá de ser criterio recaudatorio y
          tiene
          como finalidad la consecución de otros fines como puede
          ser la
          distribución de la renta u otros previstos en el artículo
          40 de la
          CE (sobre el concepto de fines extrafiscales, la STC
          53/2014, de 10
          de abril de 2014). Pero como señala el propio artículo 31
          de la CE
          el límite de la progresividad está en que el impuesto no
          tenga
          carácter confiscatorio. Evidentemente, el nivel de
          contribución que
          deba considerarse de alcance confiscatorio es una
          cuestión compleja
          que el Tribunal Constitucional ha resuelto señalando que
          lo es
          cuando a raíz de la aplicación de los diferentes tributos
          se llegue
          a privar al sujeto pasivo de sus rentas y propiedades
          ((SSTC 
          14/1998, 150/1990 ,y la 295/2006 de 11 de octubre en
          relación con el
          IRPFy su relación con el Impuesto de Patrimonio). Sin
          embargo, el
          propio Tribunal afirma "la dificultad de situar con
          criterios
          técnicamente operativos la frontera en la que lo
          progresivo o, quizá
          mejor, lo justo, degenera en confiscatorio".
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
El
          cuarto de los principios es el de capacidad económica.
          Tradicionalmente el principio suponía que sólo cuando se
          producía
          un hecho o negocio jurídico indicativo de capacidad
          económica se
          podía establecer el tributo. Esto supone que la norma con
          carácter
          general establece las condiciones para la imposición; sin
          embargo,
          no han faltado ocasiones en las que la generalización del
          hecho
          imponible establecido en la norma podía ser contraria a
          la
          Constitución al producir mayor presión fiscal sobre
          quienes en
          realidad tienen menos capacidad económica (STC 46/2000,
          de 17 de
          febrero). Desde luego, lo que sí ha prohibido
          taxativamente el
          Tribunal Constitucional es que se graven riquezas
          aparentes o
          inexistentes, "inexpresivas de capacidad económica" (STC
          221/1992, de 11 de diciembre y 193/2004, de 4 de
          noviembre).
          Sentencias de interés en relación con este principio son,
          las que
          tratan impuestos indirectos, que gravan una específica
          manifestación
          de capacidad económica: la que se pone de manifiesto con
          el consumo
          de determinados productos: la STC 16/2003 de 30 de enero
          que
          contempla el Impuesto especial sobre determinados medios
          de
          Transporte y la 108/2004 de 30 de junio, en materia de
          Impuesto sobre
          el alcohol y bebidas alcohólicas.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
Por
          último, la conformación del hecho imponible debe ser
          compatible con
          lo que se ha denominado exención del mínimo vital,
          entendido como
          la cantidad de renta que no expresa capacidad económica
          puesto que
          esa renta es requerida para cubrir las necesidades
          vitales del
          titular. El ejemplo paradigmático lo constituye el
          denominado mínimo
          personal y familiar del Impuesto sobre la Renta de las
          Personas
          Físicas, esto es, aquella parte de la base liquidable
          que, por
          destinarse a satisfacer necesidades básicas personales y
          familiares
          del contribuyente, no se somete a tributación.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
El
          quinto de los principios es el criterio de eficiencia y
          economía en
          la programación y ejecución del gasto público (art. 31.2
          de la
          CE). Dicho principio, que tan sólo indirectamente afecta
          a la
          justicia tributaria y es más un principio de ordenación
          del gasto
          público, se articula sobre la base de dos postulados: la
          equidad en
          la asignación de los recursos públicos y el criterio de
          eficiencia
          y economía en su tramitación y ejecución. El primero, se
          refiere a
          los fines que constitucionalmente deben dirigir la
          política del
          Estado para conseguir los principios de generación y
          distribución
          de la riqueza; el segundo, de carácter más técnico supone
          requerir
          al Estado que actúe conforme a los criterios que la
          ciencia y la
          técnica pongan a su disposición en cada momento para
          gestionar
          mejor los bienes públicos (SSTC 29/1982 de 31 de mayo,
          214/1989 de
          21 de diciembre, 13/1992 de 6 de febrero). En otras
          palabras, estos
          principios se traduce, por un lado, en la necesidad de
          que se haya
          una correspondencia entre los fines que se pretenden
          satisfacer con
          las partidas de gasto y el logro efectivo de los mismos
          y, por otro,
          en la optimización de los medios empleados para el logro
          de los
          fines estipulados.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
El
          sexto de los principios es el de reserva de ley de las
          materias
          tributarias (art. 31.3 de la CE). La reserva de ley en
          materia
          tributaria también está recogida en el artículo 133.1 de
          la CE.
          Una de las cuestiones más importante sobre el principio
          de legalidad
          tributaria ha sido la extensión de esta reserva. Dejando
          aparte las
          prestaciones personales, hoy absolutamente residuales, y
          fijándonos
          en las patrimoniales, lo primero que se ha de apuntar es
          que estas no
          son tan sólo de carácter tributario y pueden aparecer
          otras como
          son precios de servicios públicos o las cotizaciones a la
          Seguridad
          Social. Por otro lado, la reserva de ley no es, como ha
          señalado el
          Tribunal Constitucional, de carácter absoluto; únicamente
          se exige
          la conformidad con la ley, no imponiéndose que el
          establecimiento de
          tributo se regule mediante ley en todos sus extremos. Es
          decir, la
          reserva no afecta por igual a todos los elementos
          integrantes del
          tributo (SSTC 221/1992 y 185/1995), y sí a la creación
          ex-novo de
          un tributo y a la modificación de los elementos
          esenciales o
          configuradores de su identidad.
        
      
    
  




 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







 







  

    
TEMA
    1. LA REVISIÓN DE LOS ACTOS DE CARÁCTER TRIBUTARIO EN VÍA
    ADMINISTRATIVA
  



 







 







 







 








  
Entre
  la necesidad y el fraude




 








  
Todos,
  en mayor o menor medida, por acción o por omisión, mentimos. Lo
  hacemos en la medida que no decimos lo que pensamos o que decimos
  lo
  que no pensamos o no sabemos, o incluso lo que sabemos incierto.
  La
  pérdida de la espontaneidad es un proceso evolutivo cuyas etapas
  vamos consumiendo desde niños, conforme se asienta en nosotros la
  convicción de que la sinceridad no siempre es posible ni
  conveniente
  porque puede causar perjuicios al receptor de la comunicación, o
  al
  propio emisor.





  
Hay
  mentiras socialmente más positivas que ciertas verdades
  incontestables: son muchas las situaciones en que una mentira
  sabiamente trasmitida genera un efecto beneficioso, o cuando
  menos
  paliativo, como para que establezcamos categorías morales
  radicales
  sobre esta aparente dicotomía ética: verdad-mentira. Si a esto
  unimos que todos, antes o después, mentimos u ocultamos verdades
  relevantes, quizá convendría desdramatizar el hecho de la mentira
  para poder así abordarlo con más sensatez y sentido de la
  medida.





  
La
  intención cuenta, y mucho





  
Según
  el diccionario mentir es “decir algo que no es verdad con
  intención
  de engañar”. Y si buscamos una definición más académica, nos
  topamos con “expresión o manifestación contraria a lo que se
  sabe, cree o piensa”. Así que quien engaña o confunde sin ser
  consciente de hacerlo, no miente: simplemente trasmite a los
  demás
  su propia equivocación.





  
La
  relación que cada persona mantiene con la mentira -además de
  decir
  mucho de ella-, es bien distinta a la de los demás. Hay quienes
  sólo
  recurren a la mentira cuando es compasiva, o cuando les
  proporciona
  resultados positivos sin generar engaño importante o si se trata
  de
  un asunto banal. Y también los hay que mienten a menudo, casi por
  costumbre y sólo en temas poco relevantes. Pero no podemos
  olvidar a
  quienes mienten esporádicamente pero a conciencia, generando daño
  a
  los demás o persiguiendo beneficios personales. Y también los hay
  que mienten, o callan verdades necesarias, por timidez, por
  vergüenza
  o por falta de carácter.





  
Por
  último, citemos a los mentirosos patológicos, que mienten con una
  facilidad pasmosa, ya sea por conveniencia ya por una absoluta y
  cínica falta de respeto a la verdad.





  
    ¿Por
  qué mentimos?





  
Algunas
  personas no mienten nunca (o casi nunca) por razones bien
  distintas
  de la ética: por miedo a ser descubiertos, por pereza (no hay que
  recordar los detalles de la mentira en el futuro), por orgullo
  (“¿cómo voy a caer yo tan bajo?”)… Pero, si lo pensamos bien,
  razones bien similares son las que pueden impulsarnos a mentir u
  omitir, en determinadas circunstancias, lo que pensamos o
  sabemos.
  Porque verdades como puños muy inoportunas, o que ofenden o
  incordian. Tan importante como el hecho de mentir o decir la
  verdad
  es la intención con que se hace una u otra cosa. Y he ahí el
  verdadero dilema moral. Una mentira que a nadie daña o incluso
  reporta beneficio a su destinatario puede ser más defendible que
  una
  verdad que causa dolor innecesariamente. Mentimos por muchas
  razones:
  por conveniencia, odio, compasión, envidia, egoísmo, o por
  necesidad, o como defensa ante una agresión… pero dejando al
  margen su origen o motivación, no todas las mentiras son iguales.
  Las menos convenientes para nuestra psique son las mentiras en
  que
  incurrimos para no responsabilizarnos de las consecuencias de
  nuestros actos. Y las menos admisibles son las que hacen daño,
  las
  que equivocan y las que pueden conducir a que el receptor adopte
  decisiones que le perjudican. Concluyamos, por tanto, que los dos
  parámetros esenciales para medir la gravedad de la mentira son la
  intención que la impulsa y el efecto que causa.





  
    Ocultar
  y falsear





  
Quien
  oculta la verdad retiene parte de una información que para el
  interlocutor puede ser interesante pero, en sentido estricto, no
  falta a la verdad. Sin embargo, quien falsea la realidad da un
  paso
  más, al emitir una información falsa con etiqueta de real.
  Resulta
  más fácil mentir por omisión (no se necesita urdir historias
  inciertas, y hay menos posibilidades de ser descubierto) y
  socialmente este tipo de engaño se tiene por menos censurable, a
  pesar de que puede resultar tanto o más dañino e inmoral que la
  mentira activa. Se recurre asimismo al falseamiento cuando se
  ocultan
  emociones o sentimientos que aportan información relevante al
  interlocutor, en la medida que pueden inducirle a error de
  interpretación o a iniciar acciones inadecuadas.





  
También
  podemos mentirnos a nosotros mismos, por evitar asumir alguna
  responsabilidad, o por temor a encarar una situación
  problemática,
  o por la dificultad que no supone reconocer un sentimiento o
  emoción.
  Invariablemente, antes o después, este autoengaño nos lleva a
  mentir a los demás.





  
Otras
  formas de mentir son las “verdades a medias” (el mentiroso niega
  parte de la verdad o sólo informa de parte de ella) y las
  “verdades
  retorcidas”, en las que se dice la verdad pero de un modo tan
  exagerado o irónico que el interlocutor, casi ridiculizado, la
  toma
  por no cierta.





  
    La
  mentira tiene sus clases





  
La mentira
  racional persigue un interés concreto, es malévola y se emite
  con al intención de perjudicar o engañar. En la mentira
  emocional, lo que se dice o hace no concuerda con la situación
  emocional de la persona. Y en la mentira conductual hacemos
  creer que somos lo que no somos: más jóvenes, mejor informados,
  menos anticuados… Pero hay también otras clases de mentiras:
  chismes, rumores y las mentiras piadosas: . El mentiroso no tiene
  edad y la mentira puede darse en todo el ciclo de vida. Veamos lo
  que
  apunta De Vries :”El niño es mentiroso en la medida en que sus
  fantasías se hacen presentes para confundirlas con realidades. El
  adolescente lo es cuando su encuentro con el mundo real le causa
  frustraciones. El joven miente porque no se ve capaz de afrontar
  las
  verdades que le contrarían. El adulto es mentiroso cuando no ha
  superado los obstáculos que le ha puesto la vida, y engaña para
  sentirse el triunfador que nunca ha sido. Y el anciano miente
  cuando
  no se perdona los errores que ha cometido a lo largo de su
  existencia”.





  
Nuestra
  relación con la mentira (con qué frecuencia mentimos y qué
  gravedad tienen esas mentiras) la podemos ver como un baremo que
  mide
  nuestro grado de responsabilidad y madurez, cómo afrontamos las
  frustraciones, y si mostramos una coherencia en las actitudes y
  comportamientos en nuestra vida.





  
    Mentira
  y confianza





  
El
  cimiento sobre el que se edifican las relaciones humanas es la
  confianza. La relación entre los seres humanos no precisaría de
  la
  confianza si fuéramos transparentes, pero no lo somos: el
  descubrimiento absoluto de nuestra intimidad, al contener
  propósitos
  e intenciones que podrían torpedear el diálogo, frenaría la
  relación social. Recurrimos, todos, a un protocolo de
  comunicación,
  y el fingimiento, el disimulo y la mentira son -aunque cueste
  reconocerlo- componentes esenciales de ese convenio. No somos
  igual
  de sinceros ante unos que ante otros, esto es obvio. Todos
  mostramos
  un cierto grado de opacidad ante los demás. Y no siempre más
  sinceridad genera una mayor confianza. La información es poder:
  saberlo todo sobre alguien equivale a una forma de posesión. Y en
  cierto sentido, la hondura de la amistad o del amor se miden por
  el
  grado de conocimiento recíproco de la intimidad, y por la
  confianza
  existente entre los interlocutores. La confianza es una actitud
  básica, porque preside la totalidad de las interacciones. La
  necesitamos, pero la usamos en las dosis que, según nuestro
  criterio, cada caso precisa. En el momento que surge la
  comunicación
  con otra persona hemos de depositar en ella cierto grado de
  confianza, que es el termómetro de la implicación y vinculación
  que mantenemos con esa persona. Apostar por la confianza del otro
  es
  considerarle de fiar.





  
Fiarse
  de alguien significa creer que las probabilidades de ser engañado
  son muy escasas o inexistentes. Si queremos ser creíbles, gozar
  de
  la confianza ajena, tendremos que olvidar el engaño, la mentira.
  El
  crédito que tenemos ante los demás es un tesoro frágil y no
  perenne, ya que se actualiza y revisa en cada acción, en cada
  diálogo, que acaban convirtiéndose en una constante prueba de
  confianza. Es responsabilidad de cada uno de nosotros
  relacionarnos
  desde la verdad, lo que no implica el ofrecimiento de toda la
  intimidad. Cada cual y en cada momento ha de valorar qué y cuánto
  de su intimidad quiere participar al otro.





  
La
  mentira puede hacer daño al destinatario pero en última instancia
  a
  quien más perjudica es al mentiroso, ya que le convierte en una
  persona poco fiable, indigna de confianza y carente de crédito.
  Lo
  dice el refrán: “En la persona mentirosa, la verdad se vuelve
  dudosa”.





  
Algunas
  verdades sobre la mentira



  
	

        

  
Hay
          muchas clases de mentira: algunas pueden ser
  convenientes, pero lo
          más correcto es recurrir al engaño lo menos
  posible.


        

  
	

        

  
Sin
          intención de engañar, no hay mentira.


        

  
	

        

  
La
          intención que la motiva y los efectos que causa definen
  la gravedad
          de una mentira.


        

  
	

        

  
La
          mentira es tan dañina para quien la recibe como para
  quien recurre
          a ella.


        

  
	

        

  
Una
          nos lleva a otra, y puede marcar (siempre negativamente)
  nuestra
          manera de relacionarnos con los demás.


        

  
	

        

  
El
          mentiroso es un inseguro, o egoísta, o irresponsable, o
  inmaduro. O
          todo ello a la vez.


        

  
	

        

  
Una
          de las más perniciosas clases de mentira es el
  autoengaño. Si nos
          creemos y mostramos como no somos, nunca sabremos si nos
  quieren o
          desprecian a nosotros o a la imagen fraudulenta que nos
  hemos
          fabricado.








 







  
La
  revisión de los actos administrativos puede llevarse a efecto en
  dos
  vías distintas:




  
 


  

    

      

        

          
1.        En
          la vía administrativa, cuando son los propios órganos de
          la
          Administración los que verifican la revisión.
        
      
    
  




  
 


  

    

      

        

          
2.        En
          la vía jurisdiccional, cuando la revisión se consigue
          acudiendo a
          los tribunales de justicia a través del recurso
          contencioso-administrativo.
        
      
    
  





  
En
  materia fiscal, la Ley General Tributaria dedica el Título V,
  artículos 213 a 249, desarrollado por el Real Decreto 520/2005,
  por
  el que se aprueba el Reglamento General de Revisión en vía
  administrativa, a la revisión de actos en vía administrativa
  (RGR),
  distinguiendo:




  
 


  

    

      

        

          
1.        Los
          procedimientos especiales de revisión.
        
      
    
  




  
 


  

    

      

        

          
2.        El
          recurso de reposición.
        
      
    
  




  
 


  

    

      

        

          
3.        Las
          reclamaciones económico-administrativas.
        
      
    
  




 







 







  
b)
  Los procedimientos especiales de revisión





  
a)
  Declaración de nulidad de pleno derecho. Corresponde al
  ministro de Economía y Hacienda, de oficio o a instancia de
  parte,
  en el ámbito de la Administración del Estado, previo informe
  favorable del Consejo de Estado, la declaración de nulidad de
  pleno
  derecho de los actos dictados en materia tributaria, así como de
  las
  resoluciones de los órganos económico-administrativos que hayan
  puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido recurridos
  en
  plazo, en los siguientes supuestos:



  
	


        

  
Que
          lesionen los derechos y libertades susceptibles de amparo
          constitucional.


        

  
	


        

  
Que
          hayan sido dictados por órgano manifiestamente
  incompetente por
          razón de la materia o del territorio.


        

  
	


        

  
Que
          tengan un contenido imposible.


        

  
	


        

  
Que
          sean constitutivos de infracción penal o se dicten como
          consecuencia de ésta.


        

  
	


        

  
Que
          hayan sido dictados prescindiendo total y absolutamente
  del
          procedimiento legalmente establecido para ello o de las
  normas que
          contienen las reglas esenciales para la formación de la
  voluntad en
          los órganos colegiados.


        

  
	


        

  
Los
          actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento
  jurídico por
          los que se adquieren facultades o derechos cuando se
  carezca de los
          requisitos esenciales para su adquisición.


        

  
	


        

  
Cualquier
          otro que se establezca expresamente en una disposición de
  rango
          legal.









  
La
  iniciación puede realizarse tanto de oficio, por acuerdo del
  órgano
  que dictó el acto o de su superior jerárquico, como a instancia
  del
  interesado.





  
El
  procedimiento contempla los siguientes trámites:



  
	


        

  
La
          audiencia al interesado o interesados.


        

  
	


        

  
Serán
          oídos aquellos a quienes reconoció derechos el acto o
  cuyos
          interesados resultaron afectados por el mismo.


        

  
	


        

  
Dictamen
          previo favorable del Consejo de Estado u órgano
  equivalente de la
          respectiva comunidad autónoma, si lo hubiera.









  
En
  el ámbito de competencias del Estado, la resolución de este
  procedimiento corresponderá al ministro de Hacienda.





  
La
  LGT establece un plazo máximo de un año para resolver.





  
Contra
  la resolución desestimatoria sólo cabe recurso
  contencioso-administrativo, sin que quepa interponer contra ella
  reclamación económico-administrativa.





  
b)
  Declaración de lesividad de actos anulables. Fuera de los casos
  previstos para los supuestos de nulidad de pleno derecho y de la
  rectificación de errores aritméticos, materiales o de hecho, la
  Administración Tributaria no podrá anular en perjuicio de los
  interesados sus propios actos y resoluciones. No obstante lo
  anterior, la Administración Tributaria podrá declarar lesivos
  para
  el interés público sus actos y resoluciones favorables a los
  interesados que incurran en cualquier infracción del ordenamiento
  jurídico, a fin de proceder a su posterior impugnación en vía
  contencioso-administrativa.




 







  
c)
  La revocación. La Administración Tributaria podrá revocar sus
  actos en beneficio de los interesados cuando se estime que
  infringen
  manifiestamente la Ley, cuando circunstancias sobrevenidas que
  afecten a una situación jurídica particular pongan de manifiesto
  la
  improcedencia del acto dictado o cuando en la tramitación del
  procedimiento se haya producido indefensión a los
  interesados.





  
La
  revocación sólo será posible mientras no haya transcurrido el
  pla-zo de prescripción.





  
El
  procedimiento de revocación se iniciará siempre de oficio, y el
  órganos competente para declararla (que se determina en el RGR)
  debe
  ser distinto del órgano que dictó el acto.





  
En
  el expediente se dará audiencia a los interesados y deberá
  incluirse un informe del órgano con funciones de asesoramiento
  jurídico sobre la procedencia de la revocación del acto.





  
El
  plazo máximo para notificar resolución expresa será de seis meses
  desde la notificación del acuerdo de iniciación del
  procedimiento.





  
Las
  resoluciones que se dicten en este procedimiento pondrán fin a la
  vía administrativa, por lo que sólo cabe recurso
  contencioso-administrativo.




 







  
d)
  Rectificación de errores. La Administración podrá rectificar
  errores materiales, de hecho o aritméticos en los siguientes
  términos:




  
 


  

    

      

        

          
1.        El
          órgano u organismo que hubiera dictado el acto o la
          resolución de
          la reclamación rectificará en cualquier momento, de
          oficio o a
          instancia del interesado, los errores materiales, de
          hecho o
          aritméticos, siempre que no hubiera transcurrido el plazo
          de
          prescripción.
        
      
    
  


  

    

      

        

        


        
      
    
  


  

    

      

        

          
En
          particular, se rectificarán por este procedimiento los
          actos y las
          resoluciones de las reclamaciones
          económico-administrativas en los
          que se hubiera incurrido en error de hecho que resulte de
          los propios
          documentos incorporados al expediente.
        
      
    
  


  

    

      

        

        


        
      
    
  


  

    

      

        

          
La
          resolución corregirá el error en la cuantía o en
          cualquier otro
          elemento del acto o resolución que se rectifica.
        
      
    
  





  
El
  ejercicio de esta facultad no implica la existencia de una
  revisión
  administrativa del acto impugnado, se trata en este caso de una
  mera
  reacomodación del acto administrativo a su auténtico contenido,
  ya
  que se ha incurrido en un error fáctico involuntario.





  
El
  plazo máximo para notificar resolución expresa será de seis meses
  desde que se presente la solicitud por el interesado o desde que
  se
  le notifique el acuerdo de iniciación de oficio del
  procedimiento.





  
Por
  último, significar que las resoluciones que se dicten en este
  procedimiento serán susceptibles de recurso de reposición y de
  reclamación económico-administrativa.




  
e)
  La devolución de ingresos indebidos. El ingreso indebido puede
  venir motivado por los siguientes motivos:




  
 


  

    

      

        

          
a.        Cuando
          se haya producido una duplicidad en el pago de deudas
          tributarias o
          sanciones.
        
      
    
  




  
 


  

    

      

        

          
b.        Cuando
          la cantidad pagada haya sido superior al importe a
          ingresar
          resultante de un acto administrativo o de una
          autoliquidación.
        
      
    
  




  
 


  

    

      

        

          
c.        Cuando
          se hayan ingresado cantidades correspondientes a deudas o
          sanciones
          tributarias después de haber transcurrido los plazos de
          prescripción.
        
      
    
  




  
 


  

    

      

        

          
d.        Cuando
          así lo establezca la normativa tributaria.
        
      
    
  





  
Son
  titulares del derecho a la devolución de los ingresos que
  indebidamente hubieran realizado en el Tesoro Público con ocasión
  del cumplimiento de sus obligaciones tributarias o del pago de
  sanciones los obligados tributarios, los sujetos infractores o
  los
  sucesores de unos y otros.





  
En
  cuanto al procedimiento para el reconocimiento del derecho a la
  devolución de un ingreso indebido, podrá iniciarse de oficio o a
  instancia de interesado.





  
El
  plazo máximo para notificar resolución expresa será de seis meses
  desde que se presente la solicitud por el interesado o desde que
  se
  le notifique el acuerdo de iniciación de oficio del
  procedimiento.





  
Las
  resoluciones que se dicten en este procedimiento serán
  susceptibles
  de recurso de reposición y de reclamación
  económico-administrativa.





  
Cuando
  el acto de aplicación de los tributos o de imposición de
  sanciones
  en virtud del cual se realizó el ingreso indebido hubiera
  adquirido
  firmeza, únicamente se podrá solicitar la devolución del mismo
  instando o promoviendo la revisión del acto mediante alguno de
  los
  procedimientos especiales de revisión y mediante el recurso
  extraordinario.





  
No
  obstante lo anterior, cuando un obligado tributario considere que
  la
  presentación de una autoliquidación ha dado lugar a un ingreso
  indebido, podrá instar la rectificación de la
  autoliquidación.





  
Por
  último, señalar que en la devolución de ingresos indebidos se
  liquidarán intereses de demora sin necesidad de que el obligado
  tributario lo solicite. A estos efectos, el interés de demora se
  devengará desde la fecha en que se hubiese realizado el ingreso
  indebido hasta la fecha en que se ordene el pago de la
  devolución,
  sin tener en cuenta en el cómputo de este periodo las dilaciones
  imputables al interesado.





  
EJEMPLO
  1





  
Ante
  una resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central
  favorable a un contribuyente, sólo cabe su declaración de
  lesividad
  por el ministro de Economía y Hacienda, y su posterior
  impugnación
  en vía contencioso-administrativa, por la abogacía del Estado,
  ante
  la Audiencia Nacional, siendo ésta la última la que confirmará o
  anulará la resolución impugnada.




 









 










  
EJEMPLO
  2





  
Se
  impone una sanción por comisión de una infracción tributaria,
  habiéndose recurrido el acto de liquidación, pero no el acto de
  imposición de la sanción. Si posteriormente la resolución del
  recurso es favorable para el obligado tributario, podrá instarse
  de
  oficio la revocación de la sanción, al quedar sin efecto la base
  sobre la que se ampara la misma.




 










  
EJEMPLO
  3





  
Se
  dicta una resolución por un tribunal económico-administrativo,
  comprobándose que se han recogido mal los apellidos del
  reclamante,
  por lo que al tratarse de un error de hecho, podrá iniciarse de
  oficio o a instancia de parte un procedimiento de rectificación
  de
  errores, siempre que no haya transcurrido el plazo de
  prescripción.




 









 









  
EJEMPLO
  4





  
Un
  contribuyente ha presentado autoliquidación por el IRPF en
  periodo
  voluntario ingresando 2.500 euros. Ocho meses después descubre
  que
  no ha computado la deducción por vivienda habitual por 1.352
  euros,
  por lo podrá solicitar la devolución de este importe junto con su
  interés de demora.




 







 







 








  
1.1.
  Clases de revisión en vía administrativa




 







  
Los
  actos y actuaciones de aplicación de los tributos y los actos de
  imposición de sanciones tributarias podrán revisarse, conforme a
  lo
  establecido en los capítulos siguientes, mediante:





  
a)
  Los procedimientos especiales de revisión.





  
b)
  El recurso de reposición.





  
c)
  Las reclamaciones económico-administrativas.





  
Las
  resoluciones firmes de los órganos económico-administrativos, así
  como los actos de aplicación de los tributos y de imposición de
  sanciones sobre los que hubiera recaído resolución
  económico-administrativa, no podrán ser revisados en vía
  administrativa, cualquiera que sea la causa alegada, salvo en los
  supuestos de nulidad de pleno derecho.




 








  
Las
  resoluciones de los órganos económico-administrativos podrán ser
  declaradas lesivas. Cuando hayan sido confirmados por sentencia
  judicial firme, no serán revisables en ningún caso los actos de
  aplicación de los tributos y de imposición de sanciones ni las
  resoluciones de las reclamaciones
  económico-administrativas.




 







 







 







 








  
1.2.
  Los interesados en el procedimiento: capacidad y
  legitimación




 








  
1.2.1.
  Interesados




 








  
En
  los procedimientos especiales de revisión, recursos y
  reclamaciones
  previstos en este título serán de aplicación las normas sobre
  capacidad y representación establecidas en la sección 4.ª del
  capítulo II del título II de la  LGT , y las normas sobre prueba
  y
  notificaciones establecidas en las secciones 2.ª y 3.ª del
  capítulo
  II del título III de la LGT.




 







 








  
1.2.1.2.
  Representación




 








  
Cuando
  se actúe por medio de representante, este deberá acreditar
  representación bastante. El órgano competente concederá un plazo
  de 10 días, contados a partir del día siguiente al de la
  notificación del requerimiento, para realizar la aportación o
  subsanación del documento acreditativo de la representación. En
  ese
  mismo plazo el interesado podrá ratificar la actuación realizada
  por el representante en su nombre y aportar el documento
  acreditativo
  de la representación para actuaciones posteriores.




 







 







 








  
1.3.
  Contenido de la solicitud o escrito de iniciación




 







  
Cuando
  los procedimientos regulados en este reglamento se inicien a
  instancia del interesado, la solicitud o el escrito de iniciación
  deberán contener los siguientes extremos:





  
a)
  Nombre y apellidos o razón social o denominación completa, número
  de identificación fiscal y domicilio del interesado. En el caso
  de
  que se actúe por medio de representante, se deberá incluir su
  identificación completa.





  
b)
  Órgano ante el que se formula el recurso o reclamación o se
  solicita el inicio del procedimiento.





  
c)
  Acto administrativo o actuación que se impugna o que es objeto
  del
  expediente, fecha en que se dictó, número del expediente o clave
  alfanumérica que identifique el acto administrativo objeto de
  impugnación y demás datos relativos a este que se consideren
  convenientes, así como la pretensión del interesado.





  
d)
  Domicilio que el interesado señala a los efectos de
  notificaciones.





  
e)
  Lugar, fecha y firma del escrito o la solicitud.





  
f)
  Cualquier otro establecido en la normativa aplicable.





  
Si
  la solicitud o el escrito de iniciación no reúne los requisitos
  que
  señala el apartado anterior, y sin perjuicio de las normas
  especiales de subsanación contenidas en este reglamento, se
  requerirá al interesado para que en un plazo de 10 días, contados
  a
  partir del día siguiente al de la notificación del requerimiento,
  subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos con
  indicación de que la falta de atención a dicho requerimiento
  determinará el archivo de las actuaciones y se tendrá por no
  presentada la solicitud o el escrito.



 








 








 









  
En
  aquellos casos en que, de acuerdo con lo previsto en la
  disposición
  adicional vigésimo primera de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre,
  General Tributaria, haya de procederse a la suspensión de un
  procedimiento de revisión de los regulados en su título V, como
  consecuencia de la tramitación simultánea de un procedimiento
  amistoso sobre las mismas cuestiones, la autoridad competente
  española a que se refiere el artículo 2 del Reglamento de
  procedimientos amistosos en materia de imposición directa,
  aprobado
  por Real Decreto 1794/2008, de 3 de noviembre, comunicará al
  órgano
  revisor los recursos administrativos o judiciales interpuestos
  por el
  solicitante o por las demás partes implicadas que consten en la
  solicitud de inicio del procedimiento amistoso o cualquier otro
  recurso de los que tuviese conocimiento.





  
Asimismo,
  dicha autoridad competente comunicará al órgano de revisión la
  terminación del procedimiento amistoso, adjuntando copia del
  acuerdo
  de terminación, a los efectos de proceder a alzar la suspensión
  del
  procedimiento de revisión y de su resolución.




 







 







 








  
1.4.
  Motivación de las resoluciones




 







 







  
 
  

    

      

        
Las
        resoluciones de los procedimientos especiales de revisión,
        recursos
        y reclamaciones regulados en este título deberán ser
        motivadas, con
        sucinta referencia a hechos y fundamentos de
        derecho.
      
    
  





  
También
  deberán motivarse los actos dictados en estos procedimientos
  relativos a las siguientes cuestiones:





  
a)
  La inadmisión de escritos de cualquier clase presentados por los
  interesados.





  
b)
  La suspensión de la ejecución de los actos impugnados, la
  denegación de la suspensión y la inadmisión a trámite de la
  solicitud de suspensión.





  
c)
  La abstención de oficio para conocer o seguir conociendo del
  asunto
  por razón de la materia.





  
d)
  La procedencia o improcedencia de la recusación, la denegación
  del
  recibimiento a prueba o de cualquier diligencia de ella y la
  caducidad de la instancia.





  
e)
  Las que limiten derechos subjetivos de los interesados en el
  procedimiento.





  
f)
  La suspensión del procedimiento o las causas que impidan la
  continuación del mismo.




 







 







 







 







 







  

    
TEMA
    2. PROCEDIMIENTO ESPECIALES DE REVISIÓN
  



 






 








  
2.1.
  Procedimiento de revisión de actos nulos de pleno derecho




 







  
Son
  procedimientos especiales de revisión los de:





  
a)
  Revisión de actos nulos de pleno derecho.





  
b)
  Declaración de lesividad de actos anulables.





  
c)
  Revocación.





  
d)
  Rectificación de errores.





  
e)
  Devolución de ingresos indebidos.




 







 








  
2.1.1.
  Actos y resoluciones nulas de pleno derecho




 







  
Podrá
  declararse la nulidad de pleno derecho de los actos dictados en
  materia tributaria, así como de las resoluciones de los órganos
  económico-administrativos, que hayan puesto fin a la vía
  administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo, en los
  siguientes supuestos:





  
a)
  Que lesionen los derechos y libertades susceptibles de amparo
  constitucional.





  
b)
  Que hayan sido dictados por órgano manifiestamente incompetente
  por
  razón de la materia o del territorio.





  
c)
  Que tengan un contenido imposible.





  
d)
  Que sean constitutivos de infracción penal o se dicten como
  consecuencia de ésta.





  
e)
  Que hayan sido dictados prescindiendo total y absolutamente del
  procedimiento legalmente establecido para ello o de las normas
  que
  contienen las reglas esenciales para la formación de la voluntad
  en
  los órganos colegiados.





  
f)
  Los actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento
  jurídico
  por los que se adquieren facultades o derechos cuando se carezca
  de
  los requisitos esenciales para su adquisición.





  
g)
  Cualquier otro que se establezca expresamente en una disposición
  de
  rango legal.





  
El
  procedimiento para declarar la nulidad a que se refiere este
  artículo
  podrá iniciarse:





  
a)
  Por acuerdo del órgano que dictó el acto o de su superior
  jerárquico.





  
b)
  A instancia del interesado.





  
Se
  podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite de las
  solicitudes formuladas por los interesados, sin necesidad de
  recabar
  dictamen del órgano consultivo, cuando el acto no sea firme en
  vía
  administrativa o la solicitud no se base en alguna de las causas
  de
  nulidad del apartado 1 de este artículo o carezca manifiestamente
  de
  fundamento, así como en el supuesto de que se hubieran
  desestimado
  en cuanto al fondo otras solicitudes sustancialmente
  iguales.





  
En
  el procedimiento se dará audiencia al interesado y serán oídos
  aquellos a quienes reconoció derechos el acto o cuyos intereses
  resultaron afectados por el mismo.





  
La
  declaración de nulidad requerirá dictamen favorable previo del
  Consejo de Estado u órgano equivalente de la respectiva comunidad
  autónoma, si lo hubiere.





  
En
  el ámbito de competencias del Estado, la resolución de este
  procedimiento corresponderá al Ministro de Hacienda.





  
El
  plazo máximo para notificar resolución expresa será de un año
  desde que se presente la solicitud por el interesado o desde que
  se
  le notifique el acuerdo de iniciación de oficio del
  procedimiento.





  
El
  transcurso del plazo previsto en el párrafo anterior sin que se
  hubiera notificado resolución expresa producirá los siguientes
  efectos:





  
a)
  La caducidad del procedimiento iniciado de oficio, sin que ello
  impida que pueda iniciarse de nuevo otro procedimiento con
  posterioridad.





  
b)
  La desestimación por silencio administrativo de la solicitud, si
  el
  procedimiento se hubiera iniciado a instancia del
  interesado.





  
La
  resolución expresa o presunta o el acuerdo de inadmisión a
  trámite
  de las solicitudes de los interesados pondrán fin a la vía
  administrativa.




  
 
  

    

      
El
      procedimiento de revisión de actos nulos de pleno derecho
      podrá
      iniciarse de oficio, por acuerdo del órgano que dictó el acto
      o de
      su superior jerárquico, o a instancia del interesado. En este
      último
      caso, el escrito se dirigirá al órgano que dictó el acto cuya
      revisión se pretende. El inicio de oficio será notificado al
      interesado. El órgano competente para tramitar el
      procedimiento
      podrá dictar acuerdo motivado de inadmisión a trámite de las
      solicitudes de revisión en los supuestos previstos en el
      artículo
      217.3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General
      Tributaria.
    
  




 







 







 








  
2.1.2.
  Procedimiento para declarar la nulidad




  
El
  órgano competente para tramitar será el que establezca la norma
  de
  organización específica.





  
El
  órgano competente para tramitar el procedimiento solicitará al
  órgano que dictó el acto la remisión de una copia cotejada del
  expediente administrativo y de un informe sobre los antecedentes
  del
  procedimiento que fuesen relevantes para resolver. Asimismo,
  podrá
  solicitar cualquier otro dato o antecedente que considere
  necesario
  para elaborar la propuesta de resolución.





  
Recibida
  la documentación indicada en el apartado anterior, se dará
  audiencia por un plazo de 15 días, contados a partir del día
  siguiente al de la notificación de la apertura de dicho plazo al
  interesado y a las restantes personas a las que el acto reconoció
  derechos o cuyos intereses resultaron afectados por el acto, para
  que
  puedan alegar y presentar los documentos y justificantes que
  estimen
  pertinentes.





  
Concluido
  el trámite de audiencia, el órgano competente para tramitar el
  procedimiento formulará la propuesta de resolución al órgano
  competente para resolver.




 







  
Recibida
  la propuesta de resolución, se solicitará el dictamen del Consejo
  de Estado u órgano equivalente de la comunidad autónoma, si lo
  hubiera.





  
La
  declaración de nulidad requerirá el dictamen favorable del
  Consejo
  de Estado u órgano equivalente de la comunidad autónoma.





  
En
  el ámbito de competencias del Estado, la competencia para
  resolver
  corresponderá al Ministro de Economía y Hacienda, que podrá
  delegarla.




  
Recibida
  la propuesta de resolución, se solicitará el dictamen del Consejo
  de Estado u órgano equivalente de la comunidad autónoma, si lo
  hubiera.





  
La
  declaración de nulidad requerirá el dictamen favorable del
  Consejo
  de Estado u órgano equivalente de la comunidad autónoma.





  
En
  el ámbito de competencias del Estado, la competencia para
  resolver
  corresponderá al Ministro de Economía y Hacienda, que podrá
  delegarla.




 







 







 








  
2.2.
  Declaración de lesividad de actos anulables e impugnación
  contencioso-administrativa




 








  
2.2.1.
  Declaración de lesividad




 







  
Fuera
  de los casos previstos en el artículo 217 y 220 de esta ley, la
  Administración tributaria no podrá anular en perjuicio de los
  interesados sus propios actos y resoluciones.





  
La
  Administración tributaria podrá declarar lesivos para el interés
  público sus actos y resoluciones favorables a los interesados que
  incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, a fin
  de proceder a su posterior impugnación en vía
  contencioso-administrativa.





  
La
  declaración de lesividad no podrá adoptarse una vez transcurridos
  cuatro años desde que se notificó el acto administrativo y
  exigirá
  la previa audiencia de cuantos aparezcan como interesados en el
  procedimiento.





  
Transcurrido
  el plazo de tres meses desde la iniciación del procedimiento sin
  que
  se hubiera declarado la lesividad se producirá la caducidad del
  mismo.





  
En
  el ámbito de la Administración General del Estado, la declaración
  de lesividad corresponderá al Ministro de Hacienda.





  
El
  procedimiento de declaración de lesividad de actos anulables se
  iniciará de oficio mediante acuerdo del órgano que establezca la
  norma de organización específica, a propuesta del órgano que
  dictó
  el acto o de cualquier otro de la misma Administración pública.
  El
  inicio será notificado al interesado.




 







  
El
  órgano competente para tramitar será el que establezca la norma
  de
  organización específica.





  
Acordado
  el inicio del procedimiento, se comunicará esa decisión al órgano
  proponente, al competente para tramitar y al que dictó el acto
  objeto del procedimiento, que deberá remitir una copia cotejada
  del
  expediente al órgano competente para tramitar en el plazo de 10
  días
  a partir de la recepción de la comunicación y a la que acompañará
  un informe sobre los antecedentes que fuesen relevantes para
  resolver.





  
Asimismo,
  se podrá solicitar cualquier otro dato, antecedente o informe que
  se
  considere necesario.





  
Recibida
  la copia del expediente y emitidos, en su caso, los informes, se
  dará
  audiencia a los interesados por un plazo de 15 días, contados a
  partir del día siguiente al de la notificación de la apertura de
  dicho plazo, para que puedan alegar y presentar los documentos y
  justificantes que estimen pertinentes.





  
Concluido
  el trámite de audiencia, el órgano competente para tramitar el
  procedimiento formulará una propuesta de resolución.





  
Formulada
  la propuesta, el órgano competente para tramitar deberá solicitar
  un informe del órgano con funciones de asesoramiento jurídico
  sobre
  la procedencia de que el acto sea declarado lesivo.





  
Corresponderá
  a la Abogacía General del Estado-Dirección del Servicio Jurídico
  del Estado elaborar los informes de los expedientes que se incoen
  para declarar lesivos a los intereses públicos los actos de la
  Administración General del Estado, de sus organismos autónomos o
  de
  los demás organismos y entidades públicas a los que asista
  jurídicamente.





  
Una
  vez recibido el informe jurídico, se remitirá una copia cotejada
  del expediente completo al órgano competente para
  resolver.




  
El
  órgano competente para resolver dictará la resolución que proceda
  y, en el caso de declararse la lesividad, la remitirá junto con
  la
  copia cotejada del expediente administrativo al órgano encargado
  de
  la defensa y representación en juicio de la Administración autora
  del acto a fin de proceder a su posterior impugnación en vía
  contencioso-administrativa.





  
En
  el ámbito de la Administración General del Estado, la competencia
  para resolver corresponderá al Ministro de Economía y Hacienda,
  que
  podrá delegarla.




 







 







 








  
2.2.2.
  Procedimiento para la declaración de lesividad




 








  
     Iniciación



 










  
El
  procedimiento de declaración de lesividad de actos anulables se
  iniciará de oficio mediante acuerdo del órgano que establezca la
  norma de organización específica, a propuesta del órgano que
  dictó
  el acto o de cualquier otro de la misma Administración pública.
  El
  inicio será notificado al interesado.




 










  
     Tramitación



 










  
El
  órgano competente para tramitar será el que establezca la norma
  de
  organización específica.





  
Acordado
  el inicio del procedimiento, se comunicará esa decisión al órgano
  proponente, al competente para tramitar y al que dictó el acto
  objeto del procedimiento, que deberá remitir una copia cotejada
  del
  expediente al órgano competente para tramitar en el plazo de 10
  días
  a partir de la recepción de la comunicación y a la que acompañará
  un informe sobre los antecedentes que fuesen relevantes para
  resolver.





  
Asimismo,
  se podrá solicitar cualquier otro dato, antecedente o informe que
  se
  considere necesario.





  
Recibida
  la copia del expediente y emitidos, en su caso, los informes, se
  dará
  audiencia a los interesados por un plazo de 15 días, contados a
  partir del día siguiente al de la notificación de la apertura de
  dicho plazo, para que puedan alegar y presentar los documentos y
  justificantes que estimen pertinentes.





  
Concluido
  el trámite de audiencia, el órgano competente para tramitar el
  procedimiento formulará una propuesta de resolución.




  
 


  

    

      

        
Formulada
        la propuesta, el órgano competente para tramitar deberá
        solicitar
        un informe del órgano con funciones de asesoramiento
        jurídico sobre
        la procedencia de que el acto sea declarado lesivo.
      
    
  





  
Corresponderá
  a la Abogacía General del Estado-Dirección del Servicio Jurídico
  del Estado elaborar los informes de los expedientes que se incoen
  para declarar lesivos a los intereses públicos los actos de la
  Administración General del Estado, de sus organismos autónomos o
  de
  los demás organismos y entidades públicas a los que asista
  jurídicamente.





  
Una
  vez recibido el informe jurídico, se remitirá una copia cotejada
  del expediente completo al órgano competente para
  resolver.





  
    Resolución





  
El
  órgano competente para resolver dictará la resolución que proceda
  y, en el caso de declararse la lesividad, la remitirá junto con
  la
  copia cotejada del expediente administrativo al órgano encargado
  de
  la defensa y representación en juicio de la Administración autora
  del acto a fin de proceder a su posterior impugnación en vía
  contencioso-administrativa.





  
En
  el ámbito de la Administración General del Estado, la competencia
  para resolver corresponderá al Ministro de Economía y Hacienda,
  que
  podrá delegarla.




 







 







 








  
2.3.
  Revocación




 







 







 








  
2.3.1.
  Actos revocables




 







  
La
  Administración tributaria podrá revocar sus actos en beneficio de
  los interesados cuando se estime que infringen manifiestamente la
  ley, cuando circunstancias sobrevenidas que afecten a una
  situación
  jurídica particular pongan de manifiesto la improcedencia del
  acto
  dictado, o cuando en la tramitación del procedimiento se haya
  producido indefensión a los interesados.





  
La
  revocación no podrá constituir, en ningún caso, dispensa o
  exención no permitida por las normas tributarias, ni ser
  contraria
  al principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento
  jurídico.





  
La
  revocación sólo será posible mientras no haya transcurrido el
  plazo de prescripción.




 









 









 










  
El
  procedimiento de revocación se iniciará siempre de oficio, y será
  competente para declararla el órgano que se determine
  reglamentariamente, que deberá ser distinto del órgano que dictó
  el acto.





  
En
  el expediente se dará audiencia a los interesados y deberá
  incluirse un informe del órgano con funciones de asesoramiento
  jurídico sobre la procedencia de la revocación del acto.




  
 


  

    

      

        
El
        plazo máximo para notificar resolución expresa será de seis
        meses
        desde la notificación del acuerdo de iniciación del
        procedimiento.
      
    
  





  
Transcurrido
  el plazo establecido en el párrafo anterior sin que se hubiera
  notificado resolución expresa, se producirá la caducidad del
  procedimiento.





  
Las
  resoluciones que se dicten en este procedimiento pondrán fin a la
  vía administrativa.





  
    




 







 







 








  
2.3.2.
  Procedimiento para la revocación




 








  
     Iniciación



 










  
El
  procedimiento de revocación se iniciará exclusivamente de oficio,
  sin perjuicio de que los interesados puedan promover su
  iniciación
  por la Administración competente mediante un escrito que
  dirigirán
  al órgano que dictó el acto. En este caso, la Administración
  quedará exclusivamente obligada a acusar recibo del escrito. El
  inicio será notificado al interesado.





  
El
  órgano competente para acordar el inicio del procedimiento será
  el
  superior jerárquico del que lo hubiese dictado. El inicio podrá
  ser
  propuesto, de forma motivada, por el propio órgano que hubiera
  dictado el acto o por cualquier otro de la misma Administración
  pública.





  
Los
  actos de aplicación de los tributos y de imposición de sanciones
  podrán ser revocados conforme a lo dispuesto en el artículo 219
  de
  la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, aunque
  hayan
  sido objeto de impugnación en vía económico-administrativa, en
  tanto no se haya dictado una resolución o un acuerdo de
  terminación
  por el tribunal económico-administrativo.





  
Las
  resoluciones y los acuerdos de terminación dictados por los
  tribunales económico-administrativos, así como los actos de
  aplicación de los tributos y de imposición de sanciones a los que
  se refieran dichos acuerdos y resoluciones, no serán susceptibles
  de
  revocación, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 213.2 de
  la
  Ley 58/2003, de 17 de diciembre.





  
    Tramitación



 










  
El
  órgano competente para tramitar será el que establezca la norma
  de
  organización específica.





  
Acordado
  el inicio del procedimiento, se comunicará esa decisión al órgano
  proponente, al competente para tramitar y al que dictó el acto
  objeto del procedimiento, que deberá remitir una copia cotejada
  del
  expediente al órgano competente para tramitar en el plazo de 10
  días
  a partir de la recepción de la comunicación y a la que acompañará
  un informe sobre los antecedentes que fuesen relevantes para
  resolver
  y sobre la procedencia de la revocación.





  
Asimismo,
  se podrá solicitar cualquier otro dato, antecedente o informe que
  se
  considere necesario.





  
Recibida
  la copia del expediente y emitidos, en su caso, los informes, se
  dará
  audiencia a los interesados por un plazo de 15 días, contados a
  partir del día siguiente al de la notificación de la apertura de
  dicho plazo, para que puedan alegar y presentar los documentos y
  justificantes que estimen pertinentes.





  
Concluido
  el trámite de audiencia, el órgano competente para tramitar el
  procedimiento formulará la propuesta de resolución.





  
Formulada
  la propuesta, el órgano competente para tramitar deberá solicitar
  un informe del órgano con funciones de asesoramiento jurídico
  sobre
  la procedencia de la revocación.




 








  
    Resolución





  
En
  el ámbito de competencias del Estado, el acuerdo sobre la
  revocación
  deberá adoptarse por el director general competente o por el
  director del departamento de la Agencia Estatal de Administración
  Tributaria competente del que dependa el órgano que dictó el
  acto.
  Si la revocación se refiere a un acto dictado por un director
  general o un director de departamento de la Agencia Estatal de
  Administración Tributaria, será competente su superior jerárquico
  inmediato.




 







 







 







 








  
2.4.
  Rectificación de errores




 







 







  
El
  órgano u organismo que hubiera dictado el acto o la resolución de
  la reclamación rectificará en cualquier momento, de oficio o a
  instancia del interesado, los errores materiales, de hecho o
  aritméticos, siempre que no hubiera transcurrido el plazo de
  prescripción.















